




















































particular,  desde  una  perspectiva  territorial,  comprendiendo  lo  rural  en  un  sentido
amplio: las tradicionales actividades agrícolo-ganaderas, la producción de servicios, la
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2 En  particular,  se  trabajó  con  1)  documentos,  sistematizaciones,  minutas  y  resoluciones  varias,
manuales operativos de los programas de carácter oficial 2) resoluciones ministeriales y leyes, y 3) prensa
gráfica.
3 Lahera  Parada  (2002)    señala  que,  en materia  de  políticas  públicas  se  pueden  distinguir  cuatro
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10),  la  «gobernabilidad»  resultó  puesta  en  duda  de  cara  al  agotamiento  del  Estado
interventor, la crisis socio-económica y el «cambiante itinerario de las transiciones y





































autor y  si  el Estado  sigue  siendo el «solucionador de problemas»,  la posibilidad de
generar una estructura global de gobernabilidad depende, en forma directa, de la exis-
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tencia  de  «núcleos  regionales  eficientes»  (Messner,  1999:  76).  En  este  contexto  de
transformación de la política (y, se agrega, de lo político), el Estado aparece como un




















nistraciones públicas de  carácter  burocrático poseen un  carácter  rígido  sostenido  en











Argentino (CENDA) (2010): La anatomía del nuevo patrón de crecimiento y la encrucijada de la econo-
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los  procesos  de  elaboración de políticas  públicas  y,  en  especial,  en  la  existencia  de
redes. 

























de observar esas  fases no  implica eludir  la  alteración de  los momentos de esas  fases,  sus  relaciones y
modos de vincularse.
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derarse un tipo de red definida como el «proceso mediante el cual los actores de una
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formas de coordinarse para realizarlos: sentido de dirección y su capacidad de direc-
ción» (Aguilar Villanueva, 2006:90).12 Los procesos de gobernanza no sólo pueden ser
tomados como herramientas de políticas sino que son, esencialmente, transversales a
la sociedad. Si al decir de Bresser Pereyra (2002: 11) la sociedad civil es la porción de
la sociedad por fuera del aparato estatal, o situada entre la sociedad y el Estado, esto
es, «la forma en que la sociedad se estructura políticamente para influenciar la acción
del Estado», en términos ideales, la gobernanza puede concebirse como un elemento
de democratización de la sociedad civil que puede contribuir a democratizar, también,
la acción estatal en su carácter de elaborador de políticas públicas. En sus diferentes
posibilidades analíticas (Rhodes -citado en Zurgriggen -2011-; Mayntz, 2011), la
gobernanza se presenta como una perspectiva para la comprensión de la complejidad
de los sistemas de toma de decisión en contextos plurales, en los que un número de
actores interactúan con el  fin de lograr objetivos comunes.13
Otros autores (Peters, 2005), sitúan la gobernanza de un modo más heterogéneo en
el que incluyen aquellos aspectos de carácter jerárquico, considerando, por ejemplo,
una mirada amplia -y flexible- del concepto de burocracia (Olsen, 2005 y 2007). Desde
la perspectiva del autor, la gobernanza se presenta como un enfoque alternativo en un
intento para comprometer a la sociedad con la tarea de gobernar, reduciendo así los ele-
mentos estrictamente jerárquicos en el sistema político. Entre los autores alemanes, se
destaca el estudio de Messner (1997 citado en Aguilar Villanueva, 2006). El mismo
posee dos contribuciones de interés: desde la teoría de la acción, en cuanto al proceso
de búsqueda y aprendizaje de los actores sociales, y desde la teoría de las redes
(siguiendo los estudios de Mayntz) pero trascendiéndolos indicando la dependencia
recíproca que estas genera, en cuanto a la diversidad de actores y recursos que se sus-
tentan en cada caso. Messner (1999: 78) comprende que, cada vez con mayor peso, «la
política va a tener lugar en estructuras flexibles horizontales y verticales cada vez más
fuertes: estructuras en redes dentro de las sociedades, están adquiriendo cada vez
mayor importancia; la conducción jerárquica, a través de una instancia política se
convierte en excepción». En este sentido, no está de más advertir que estos autores
comprenden la organización por redes en contextos de sociedades «avanzadas», en
cuanto a la existencia de organizaciones formales, su diferenciación y autonomía. En
términos sistémicos, la gobernanza resulta un medio para hacer posible la comunica-
ción intersistémica o interorganizacional a nivel societal. 
Mientras tanto, como señalan Mayorga y Cordova (2007), el término «gobernan-
za» pasó de señalarse como la acción de gobernar o el ejercicio del gobierno en una
región a, con base en el Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), a
12 Debe señalarse que Aguilar Villanueva, presenta cierto -podría decirse- temor, frente al uso de este
término,  considerando su gran potencialidad, aún con su «etiqueta de moda».
13 Autores como Rosanvallon (2007: 254), ponen en cuestión el valor heurístico del término indi-
cando que, precisamente, en esa complejidad de los sistemas, la propia «decisión» pierde consistencia
debilitando las instituciones democráticas, dado que el poder de la «voluntad general» queda en entredi-
cho: «la referencia a la gobernanza puede ser comprendida también como una suerte de disfraz ideológi-
co destinado a ocultar el naufragio del ideal democrático-repúblicano». 
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constituir el marco de normas generales para individuos, organizaciones y empresas.
Los problemas son muchos en estas latitudes, ya que a diferencia de Europa, y como
claramente señalan los autores, «No existe en la producción bibliográfica latinoameri-
cana un texto que sintetice y sistematice el uso de este concepto -ni de las formulacio-
nes afines gobernanza y governance- y por ello las definiciones varían relativamente
en función de los estudios de caso, tan variados en su enfoque como en los temas abor-
dados». Al considerar el ejercicio de gobierno y su estabilidad, es posible entonces re-
introducir la cuestión de la gobernabilidad. El estudio de Camou (2001: 7) avanza en
este sentido, advirtiendo, sin embargo, que gobernabilidad «es una palabra rara». El
autor relaciona la idea de gobernabilidad con la posibilidad de establecer parámetros
para evaluar la acción gubernamental. De este modo, la propuesta habilita a pensar un
esquema gravativo entre los polos: gobernabilidad/ ingobernabilidad. Para esto, se des-
glosan distintas dimensiones analíticas con el fin de establecer su carácter multidi-
mensional: legitimidad, eficacia/ eficiencia y estabilidad. Se define la gobernabilidad
como «un estado de equilibrio dinámico entre el nivel de demandas societales y la
capacidad del sistema político (Estado/ gobierno) para responderlas de manera legí-
tima y eficaz» (Camou, 2001: 36). A los fines de ese trabajo, la perspectiva de Camou
(2001: 36) resulta de interés pues está situada como una relación entre el sistema polí-
tico y la sociedad (entorno o ambiente). Aunque, a criterio de quien escribe, el trabajo
enfatiza en la relación gobernabilidad-democracia, el planteo resulta sugerente en
cuanto a los niveles de análisis sugeridos y los campos de acción que le correspon-
den14. En el caso de las «fórmulas institucionales», por ejemplo, Camou (2001: 52)
establece los acuerdos entre el sistema de partidos, el sistema electoral y la ingeniería
institucional (en el campo político), los pactos para conformar coaliciones estables (en
el campo económico), y las «redes establecidas de comunicación entre el gobierno, los
movimientos sociales, organizaciones civiles, etc.» en el campo social. Este último
campo de acción gubernamental, y particularmente la red como posibilidad de comu-
nicación resulta muy sugerente para el análisis del caso propuesto. 
Finalmente, Prats (2001), en su conocido estudio De la burocracia a la gerencia y
de la gerencia a la gobernanza, plantea un gobierno de carácter «interactivo», mar-
cando la relevancia del gobierno relacional (o de redes) de interacción público-priva-
do-civil en el plano global/ local. En este punto, sin embargo, como señala Aguilar
Villanueva (2006: 127), «el gobierno no es un actor más, es el único que posee repre-
sentatividad y autoridad democrática de su sociedad, pero el papel directivo se com-
plejiza». Esto se vincula, en especial, con la condición de gobernanza en el plano del
sistema político, en términos de la gobernabilidad comprendida desde Camou (2001)
es decir, como posibilidad de estabilidad política. Luego de esta breve revisión litera-
ria, se definirán a continuación los elementos conceptuales que permitirán avanzar en
el análisis del caso propuesto. 
14 En el texto se presenta un campo de doble entrada vinculando dos dimensiones: niveles de análi-
sis (modelos de orientación, formas institucionales y paquetes de políticas) y campos de acción guberna-
mental (político, económico y social). Véase Camou (2001: 52). 
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Retomando la pregunta previamente referida de Jordana (1989), se considera que,
al menos en América Latina, no es posible pensar las redes de políticas sin la partici-
pación del Estado. Se mencionó en la primera parte del texto la recuperación de las
capacidades materiales y administrativas de este complejo institucional en el último
tiempo, y lo que esto significó en términos de su aparato y, asimismo, del modo de ela-
borar políticas públicas.15
Dicho todo esto, interesa observar cómo el Estado se vincula a partir de redes
(muchas veces organizadas desde espacios estatales) con otros actores sociales: en este
caso, organizaciones colectivas de distinto grado de formalidad vinculadas con el desa-
rrollo rural y la agricultura familiar y qué posibilidad existe, en todo caso, de organi-
zarse como red en términos de aquello que Börzel (1997: 2) define como un «meca-
nismo para movilizar recursos políticos en situaciones en las que esos recursos están
[…] dispersos entre los actores públicos y privados», o en los términos de Camou
(2001), como vehículo de comunicación y, se agrega, de transmisión de demandas,
entre el gobierno y las organizaciones. En definitiva, qué redes son posibles para la ela-
boración de políticas, y con qué actores. 
En relación con lo anterior, en este escrito se utiliza la noción de «red» en dos
direcciones. Por una parte, como vehículo de comunicación entre el Estado y la socie-
dad: las «redes» que, estables en el tiempo, garanticen la persistencia de la comunica-
ción imbricando en un mismo espacio, actores estatales y de la sociedad civil. En este
sentido, se la comprende entonces como una herramienta para los procesos de elabo-
ración de políticas públicas. Por otro lado, la noción de «red» aproxima al analista a un
modo de comprender la lógica vinculante entre los actores, estatales y societales, en
este caso del desarrollo rural. De este modo, pueden existir redes de actores con roles
importantes en diferentes momentos de la política pública, tales como el diagnóstico
y/ o la implementación de acciones. Asimismo, y con el riesgo voluntarista que impli-
ca, debe señalarse que la posibilidad de utilizar redes -en el sentido antes propuesto-
podría resultar también la posibilidad de mejorar el diseño de las políticas públicas
(Zurbriggen, 2011).  
3. Espacios para una política de desarrollo rural en Argentina 
Antes de introducir en forma directa las experiencias seleccionadas, se referirán algu-
nos aspectos que caracterizan la política de desarrollo rural en el país, marcando los
15 Como se señaló en el primer apartado, se refiere al Estado y no necesariamente al gobierno pues
se trata de transformaciones que podrían perfilarse como estructuras permanentes inclusive frente a
gobiernos de diferente signo político (aun cuando la direccionalidad y/ o orientación de las políticas se
modifique). Argentina, luego de la crisis político-institucional, económica y social de 2001, cuenta hasta
aquí con tres gobiernos constitucionalmente elegidos a través de elecciones regulares: Nestor Kirchner
(2003-2007) y Cristina Fernández de Kirchner (2007-2011) y (2011-2015), ambos funcionarios miembros
del Frente para la Victoria, partido político esencialmente peronista. Las próximas elecciones se realiza-
rán en octubre de 2015, y el candidato elegido gobernará el país entre diciembre de 2015 y diciembre de
2019. 
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actores más relevantes. Lo primero que debe decirse es que el desarrollo rural no fue
un tema de intervención estatal sino hasta la recuperación democrática en el año 1983.
Autores como Lattuada (2014: 17), señalan que «la Argentina, sin antecedentes previos
en programas de desarrollo rural, con el retorno de la democracia en 1983 inició las
primeras experiencias y avanzó en negociaciones con el BID y el FIDA en la última
etapa de un modelo de intervención -el desarrollo rural integrado- que pronto sería
cuestionado». Si bien con anterioridad y ya desde la década de 1950 en varios países
de la región hablaban de desarrollo rural bajo diferentes lupas (Astori, 1987, Barsky,
1992, Bengoa, 2003), el momento -podríamos decir- inaugural para nuestro país es la
década de 1980, cuando se gestiona, en el ámbito estatal, el primer programa de desa-
rrollo rural con financiamiento internacional: el Programa de Crédito y Apoyo Técni-
co para Pequeños Productores del Noreste Argentino (PNEA). En los años de 1990,
coincidente con las dos reformas del Estado mencionadas en el primer apartado y bajo
el contexto del paradigma del desarrollo territorial rural, se ejecutaron numerosos pro-
gramas16 en el marco de la -por entonces- Secretaría de Agricultura, Ganadería, Pesca
y alimentación (SAGPyA). Buena parte de estos programas contaron con financia-
miento internacional (del Banco Mundial, BID y FIDA fundamentalmente) y contri-
buyeron a generar una «nueva institucionalidad rural» (Martínez Nogueira, 2001 y Lat-
tuada, 2006), diagnosticada y elaborada por los organismos y sobre la que se estable-
ció internamente un conjunto de instituciones y técnicos orientados a su gestión. Algu-
nos de esos programas se presentaban como «soluciones» a situaciones de emergencia,
especialmente en la franja de productores familiares (capitalizados y no capitalizados)
que no pudieron adaptarse al ya por entonces consolidándose modelo del agronegocio
(agribusiness).17
La situación de los años de 1990 se modifica considerablemente durante la década
de 2000, y en especial a partir del año 2008. La oportunidad del ingreso en la agenda
pública y de gobierno llegó de la mano de un acontecimiento trascendente para la vida
política del país desde entonces: aquello que se denominó «conflicto campo-gobier-
16 Entre 1990 y 2000 es posible contabilizar los programas que siguen: Minifundio, Promoción para
la Autoproducción de Alimentos (PROHUERTA) y Programa Federal para la Reconversión Productiva de
los Pequeños y Medianos Productores (Cambio Rural), Programa de Reconversión de Áreas Tabacaleras
(PRAT), Programa de Servicios Agropecuarios (PROSAP), Programa Social Agropecuario (PSA), Pro-
yecto Forestal de Desarrollo o Componente de Apoyo a Pequeños Productores para la Conservación
Ambiental (CAPPCA), Ley de Inversión para Bosques Cultivables (Nº 25.080), Proyecto de Desarrollo
de Pequeños Productores Agropecuarios (PROINDER), Proyecto de Desarrollo Rural de las Provincias
del Noreste (PRODERNEA), Proyecto de Desarrollo Rural de las Provincias del Noroeste
(PRODERNOA).
17 Es importante destacar que «al hablar de agronegocio estamos recortando un modelo agrario que
no refiere a un tipo de actor o cultivo específico, como la soja (…)» (Gras y Hernández, 2013: 25). Agro-
negocio como modelo de producción con lógicas territoriales distintas y caracterizadas por los siguientes
atributos: transectorialidad, priorización de las necesidades del consumidor global, generalización del
capital, estandarización de las tecnologías utilizadas y acaparamiento de tierras para la producción. Al res-
pecto, puede consultarse, entre otros, Carla Gras y Valeria Hernández, El agro como negocio. Producción,
sociedad y territorios en la globalización, Biblos, Buenos Aires. 
62 Cuadernos de Gobierno y Administración Pública
Vol. 2, Núm. 1 (2015)  51-75
María Elena Nogueira Las redes de políticas como herramientas de análisis. Notas a partir de...
no»18. Es a partir de la particular coyuntura que inició este acontecimiento, que se
generaron ciertas transformaciones en el aparato estatal orientado a la gestión del desa-
rrollo rural. En la actualidad, el tema del desarrollo rural, desde una perspectiva terri-
torial amplia, pero también desde los tratamientos más críticos, está en el tapete: tanto
en la agenda académica19 como, y en especial, en la agenda política. Se presenta como
una cuestión de carácter muy movedizo y los principales ejes de discusión son la inter-
pretación de los sujetos que la comprenden (en especial el amplio espectro de produc-
tores que se denominan «familiares») y los tipos de acciones que, en este sentido, los
programas y proyectos promueven. De allí que el actual es un momento central para la
configuración de una política de desarrollo rural con posibilidad de trascender, en últi-
ma instancia, la lógica desagregada que en ocasiones los programas promueven y que
ha sido un rasgo característico hasta aquí. 
Sin embargo, las modificaciones en el aparato estatal, aun marcando cambios en lo
que antes se denominó «institucionalidad rural» no definen por sí mismas modificacio-
nes en la racionalidad política enlazada, pero si presentan un contexto que permite visua-
lizar mejor las diferencias, contradicciones y falta de consenso que se reproducen al inte-
rior del Estado y que dan cuenta, en todo caso, de racionalidades políticas diferentes. 
Es en particular con la creación de la Subsecretaría de Agricultura Familiar que se
abre un espacio para la gestión de los programas más vinculados con productores bajo
la línea de pobreza, con serias dificultades de comercialización y sin acceso créditos20.
18 Desde el año 2002, Argentina vuelve a aplicar un sistema de retenciones (según el tipo de produc-
to), a las exportaciones. Durante marzo de 2008, se anunció un cambio en la estructura del impuesto: se
aplicaría, a partir de la resolución 125 (desde entonces «la 125»), un sistema de retenciones móviles. Esto
provocó una crítica generalizada de buena parte de las organizaciones más tradicionales de representación
sectorial y de un conjunto de productores, ya que suponía, en ese momento, un aumento de la presión
fiscal sobre el sector.
19 Aunque excede los límites del objetivo propuesto en este trabajo, es pertinente mencionar muy bre-
vemente la amplísima discusión sobre desarrollo rural, en las últimas tres décadas particularmente. En los
últimos años, especialmente a comienzos de la década del 2000, se destaca el énfasis, académico y polí-
tico, en la perspectiva del «desarrollo territorial rural» (DTR) (Schejtman y Berdegué, 2003; Schejtman y
Barsky, 2008; Manzanal, Neiman y Lattuada, 2006; Lattuada, Márquez y Neme, 2012 entre otros), una
perspectiva de carácter territorial con influencia del institucionalismo que da lugar a «casi» un nuevo para-
digma (Manzanal, 2006). Estudios más recientes sostienen, en cambio, una perspectiva diferente indican-
do que el «desarrollo» (asociado a una política determinada o como resultado de una) es un «diseño» que
se utiliza para «ocultar el funcionamiento naturalmente desequilibrado del sistema político» enunciando
así «idealistas propuestas de gestión pública» que resultan un instrumento útil parael poder hegemónico
(Manzanal, 2013: 19). Desde esta mirada crítica, muy asociada a los estudios de Arturo Escobar, se indi-
ca cómo los organismos internacionales construyen un particular control social frente a la posibilidad de
establecer «reglas del juego» planteando, además, la necesidad de una nueva organización del sistema
político. 
20 Este espacio ha tenido vinculación y control de diversos programas de desarrollo rural desde 2008,
en este momento bajo la figura de Subsecretaría de Agricultura Familiar. En ese ámbito se ejecutan las
acciones enmarcadas en PROINDER (financiado por el BIRF) y PSA, cuyas acciones a cargo forman
parte de uno de los componentes de PROINDER, el de Apoyo a las Iniciativas Rurales (AIR) (Román y
Soverna, 2005). Finalmente, en diciembre de 2008 se crea el Plan de Apoyo a Pequeños y Medianos Pro-
ductores (PAPyM). 
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Debe decirse, además, que esta agencia -que a partir de 2014 tomará el rango de Secre-
taría- maneja fondos casi exclusivamente nacionales, es decir, no confluyen en su órbi-
ta, los programas de desarrollo rural con financiamiento internacional vigentes en el
país21. En octubre de 2009 se modifica la Ley de Ministerios. A partir de esta modifi-
cación, se crea el Ministerio de Agricultura, Ganadería y Pesca (MAGyP), reempla-
zando, con una mayor jerarquía institucional22, a la Secretaría de Agricultura, Ganade-
ría, Pesca y Alimentación (SAGPyA)23. En diciembre de ese año se crea la Unidad para
el Cambio Rural (UCAR)24. En los considerandos de la resolución se destacan los pro-
yectos y programas de desarrollo rural existentes al momento y cuya ejecución estaba
en manos de la ex SAGPyA. 
En los años de 1990, la SAGPyA se concentraba en la ejecución de los proyectos,
la mayoría de ellos con financiamiento internacional; en rigor, la SAGPyA no consti-
tuía un actor «elaborador» de políticas públicas, su rol «estaba acotado a lo puramen-
te administrativo y de control burocrático, sin capacidad para la elaboración de políti-
cas»; de este modo, la presencia del MAGyP se presentó como «una oportunidad (…)
debido a la mayor jerarquía otorgada a la problemática del sector agropecuario y del
medio rural en la estructura del Estado, así como la priorización del desarrollo rural
y la construcción institucional en su estructura funcional» (Lattuada, Márquez y
Neme, 2012: 34). Los proyectos existentes (previo a los cambios ocurridos en el marco
del MAGyP) poseían, en forma individual o grupal, estructuras organizacionales de
ejecución ad hoc. Tomando esto en consideración, el propósito de generar -en la nueva
estructura del Ministerio- una «Unidad» para el Cambio Rural fue el de «centralizar las
funciones relacionadas a planeamiento, negociación, formulación, administración,
finanzas, control de gestión, monitoreo y evaluación» en su ámbito, tal como lo indi-
ca la resolución citada. En la noción general de «coordinar y centralizar» distintas fun-
ciones, no sólo es importante observar los elementos internos que constituyen la
UCAR sino también el marco de relaciones que se plantea a partir de estas funciones.
21 En sus inicios, la subsecretaría tuvo una participación importante en el Foro Nacional de la Agri-
cultura Familiar (FoNAF). Este instrumento de «diálogo político» (como suele denominarse)  se crea a
partir de la participación de Argentina en la Reunión Especializada de Agricultura Familiar del Mercosur
(ReAF) durante el año 2004, estableciéndose en el año 2006 a través de la resolución 132/ 2006.
22 Se menciona la idea de jerarquización institucional, al menos provisoria y comparadamente, en
cuanto al pasaje formal de secretaría a ministerio. Sin embargo, la pregunta de Craviotti (2013) respecto
de si estos cambios representan, en rigor, un fortalecimiento institucional o una debilidad estructural resul-
ta muy ilustrativa de la actual coyuntura y forma parte de un debate actual respecto de la temática
presentada. 
23 No es el primera vez en la que agricultura posee un ministerio: la primera cartera de Agricultura,
Ganadería y Pesca se creó en 1898, en un momento fundacional del Estado nacional durante la segunda
presidencia de Julio A. Roca. Para lo que sigue de este apartado, tomamos como referencia lo señalado en
Nogueira (2015). 
24 Es importante mencionar que el origen «histórico» de la UCAR, ocurre a partir de la Unidad Coor-
dinadora Nacional de los programas PRODERNEA y PRODERNOA. Ya en 2003, esta unidad tenía como
coordinador al responsable de PROSAP que, tiempo después, coordinó también la UCAR (Véase Lattua-
da, Márquez y Neme, 2012).
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En este sentido, esta instancia tiene el «rol» de articular las relaciones con otras ins-
tancias, del mismo MAGyP pero también externas: con el Ministerio de Economía y
Finanzas Públicas, con el Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional
y Culto, con los organismos de financiamiento y cooperación internacional y con otros
organismos de la administración pública, nacional y provincial.
Estas características generales sobre actores e instrumentos habilitan a pensar cier-
tos mecanismos que adquieren los atributos y funciones de las redes en el tema con-
vocante. Luego de esta descripción que, por cierto, adelanta algunos rasgos que serán
considerados, a continuación se avanza sobre las redes existentes -o no- en la materia.  
4. ¿Y las redes? 
En el punto previo se señalaron las instancias de mayor relevancia en el entrama-
do de espacios estatales vinculados al desarrollo rural y la agricultura familiar. Puede
notarse que en la descripción de los mismos, aparecen términos como «diálogo políti-
co», «relaciones inter-agencia», «relaciones con organizaciones de la sociedad civil»,
«coordinación», «optimización de recursos», etc. El planteo de una política de desa-
rrollo rural en estos términos permite suponer –a priori– las articulaciones en los dis-
tintos niveles (a nivel del aparato estatal), pero también hacia afuera, con diversas ins-
tancias colectivas con distinto grado de institucionalidad que participan de esa coordi-
nación. Para avanzar sobre este supuesto, se tomarán aquí cuatro experiencias de
«redes» en materia de desarrollo rural. Dichas experiencias tienen un punto central en
común: han sido promovidas y organizadas desde el Estado (a través de distintos ins-
trumentos y con mayor o menor intensidad), y sólo en algunos casos con participación
de actores de la sociedad civil. Lo anterior refuerza el rol del Estado –y el gobierno–
como «nodo» de la red confluyendo en este complejo institucional una serie de rasgos
ya mencionados en el primer punto del trabajo: 1) su incidencia en el marco de normas
(reglas y condiciones) de funcionamiento, 2) que posee representatividad legal y legí-
tima, aun cuando no es un actor unificado (en términos de las racionalidades políticas
en juego), 3) se complejiza el proceso de gobierno: las redes de actores (como posibi-
lidad de la acción colectiva), «requiere[n] de una agencia de gobierno con la función
de resolver o facilitar ese dilema [refiere al dilema de la acción colectiva]» (Aguilar
Villanueva, 2006: 126). Dicho esto, se considerarán a continuación cuatro experiencias
muy vinculadas entre sí: 1) Comisión de Desarrollo Rural (CDR), 2) Foro de Políticas
Públicas Rurales (FPPR); 3) Foro Nacional de la Agricultura Familiar (FoNAF) y 4)
Consejo de la Agricultura Familiar, Indígena y Campesina (CAFIC). 
La Comisión de Desarrollo Rural se creó en el año 1999 por una resolución inter-
na de la por entonces SAGPyA. Sus funciones eran, entre otras, «proponer medidas
destinadas a lograr complementariedad y eficiencia entre programas, proyectos y juris-
dicciones», «sugerir medidas para facilitar la coordinación con las provincias y con
otros organismos», «formular recomendaciones a otras áreas de gobierno» en relación
con el desarrollo rural. De la información relevada se desprende que la CDR surge
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como una propuesta del Componente de Fortalecimiento Institucional del Proyecto de
Desarrollo de Pequeños Productores Agropecuarios (PROINDER), presidida por el
Subsecretario de Agricultura. En el momento de creación de este espacio, ya habían
transcurrido dos reformas del Estado, y buena parte de los programas de desarrollo
rural estaban en ejecución. De hecho, existía una multiplicidad de programas sin apa-
rente coordinación común, cada uno tenía una coordinación y una estructura propias.
La CDR, según lo relevado, intenta ser un «mecanismo de coordinación» de esa gran
cantidad de programas. No era un espacio en donde participaran organizaciones de la
sociedad civil, u otros organismos estatales (aunque hubo excepciones), era un espacio
de articulación inter-programa, con los «responsables» de cada programa. Los actores
consultados manifiestan que fue un espacio muy valioso, aunque no necesariamente en
cuanto a la coordinación y articulación de los programas (que actuando en el territorio
muchas veces se solapan en sus objetivos y acciones, duplicando recursos materiales y
humanos). En particular, dos funciones se caracterizan como muy positivas: 1) la pro-
moción del diálogo entre los programas y 2) la generación de un importante caudal de
información sobre la implementación de los programas. Esto permitió lograr cierta
horizontalidad inter-programa. La CDR mantuvo su existencia durante la totalidad de
los años de gestión de los programas, con mayor o menor intensidad en sus sesiones,
acciones y presencia de los coordinadores de programas en cada caso. En rigor, efec-
tivamente se logró una articulación entre los programas, pero no trascendió del ámbi-
to interno, es decir, no participaron allí los actores colectivos vinculados con el desa-
rrollo rural. La Comisión fue un espacio plenamente público-estatal, y su mayor fun-
ción tuvo que ver con la generación de información que se utilizó (y se utiliza) como
fuente de diagnóstico para muchas de las intervenciones en esta materia existentes en
la actualidad. 25 De hecho, mucho de lo producido por la comisión, e incluso su esque-
ma de funcionamiento, se toma en consideración para la generación de la segunda
experiencia que nos interesa destacar: el Foro de Políticas Públicas Rurales. Este
foro se formaliza también por resolución interna de la SAGPyA. Su objetivo era «dis-
cutir, evaluar y proponer las políticas institucionales más apropiadas a los objetivos de
desarrollo y promoción de las áreas rurales» (Documento del FPPR, 2006). A diferen-
cia de la CDR, el Foro contó con la participación de actores estatales y no estatales: la
presidencia del Instituto Nacional de tecnología Agropecuaria (INTA), funcionarios de
la SAGPyA, un legislador, académicos y dirigentes gremiales (idem). El Foro produjo
una propuesta de creación de un Área de Desarrollo Rural (ADR) en el marco de la
SAGPyA (aún no se había creado el actual ministerio), promoviendo distintos espa-
cios, entre los que se destacan los de dialogo político, de políticas públicas y desarro-
llo rural y de operaciones. La propuesta del Foro, y en especial de la ADR no se con-
cretó (aunque si se observa en detalle, buena parte de su intencionalidad política apa-
25 Si bien cada una de las reuniones de la CDR fue documentada, no se ha podido acceder a la infor-
mación de las mismas, razón por la que la reconstrucción de la experiencia fue posible en base a relatos
orales y menciones en otro tipo de documentos. 
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rece a través de la UCAR). En todo caso la existencia de este espacio «amplio» el
número y tipo de actores, y las organizaciones gremiales, en especial la Federación
Agraria Argentina (FAA). 26
El documento del Foro señala con relevancia la que aquí se mencionará como la
experiencia más acabada en materia de redes que ha tenido influencia en la gestión
pública del desarrollo rural en el último tiempo: el Foro Nacional de la Agricultura
Familiar (FoNAF), siendo esta la tercera experiencia que se mencionará. Como se
adelantó, este espacio fue, en buena medida, resultado de la participación del gobier-
no de Argentina, por entonces a través de la SAGPyA, de la ReAF, en el año 2004.
Aunque la resolución que le otorga identidad institucional data de 2006 (es incluso pre-
via a la del FPPR) se inaugura en setiembre del año 2005 con el objetivo de lograr un
«diagnóstico participativo e integral» de la cuestión de la agricultura familiar. El Foro,
si bien fue un espacio promovido por el Estado, es una de las primeras experiencias
que nuclea a un número importante de organizaciones del sector agropecuario, no sólo
de los sectores medios y pampeanos (como podría considerarse la FAA) sino también
otras organizaciones de la agricultura familiar, campesina e indígena «extra» pampea-
nas, vinculadas con las economías regionales. En su marco, se habría logrado una
«gestión compartida de lo público». Como productos de esta co-gestión, se destacan
dos documentos: el Documento de Mendoza y el de Parque Norte, en los que se hace
manifiesto un diagnóstico efectuado de modo «participativo e integral» (Documento
del FPPR, 2006). Una de las cuestiones de mayor relevancia es el acuerdo respecto de
cómo definir la agricultura familiar, es decir, cómo definir  a las poblaciones benefi-
ciarias de los programas de desarrollo rural.27
El momento en el que tiene su origen el FoNAF es un momento de cierto esplen-
dor de los Estados de la región (vinculado esto con la recuperación de ciertas capaci-
26 La Federación Agraria Argentina (FAA) es una organización gremial cuyo origen data del año 1912
en la localidad de Alcorta (se llamó al acontecimiento que le dio origen ¨Grito de Alcorta¨, localidad ubi-
cada en la provincia de Santa Fe, en la región pampeana del país, siendo esta la zona más rica en térmi-
nos agrícola-ganaderos. Fue creada como respuesta a una serie de conflictos por los costos de insumos,
libertad de siembra, contratos leoninos, etc. Lattuada (2006: 67) señala que «la FAA sería la expresión de
los pequeños y medianos productores familiares (…) cuyos intereses se contraponían a los de los grandes
terratenientes…». 
27 Si bien se trata de una categoría abierta y en permanente discusión, se señala que el Censo Nacio-
nal Agropecuario de 2002 (último disponible), identifica que alrededor del 66% del total de las explota-
ciones agropecuarias son de carácter familiar. Esto nuclea a 218.868 unidades que ocupan el 13% del total
de la superficie agropecuaria del país. Para definir este número se considera que: 1) el productor o socio
trabaja directamente en la explotación, 2) se utiliza mano de obra familiar (y en general, no se contrata
trabajo asalariado, 3) no son sociedades anónimas o similares. También se considera que la agricultura
familiar es un «modo de vida» orientado por una racionalidad no capitalista, cuya consideración varía
notablemente en términos territoriales de acuerdo a las regiones agroecológicas de Argentina. El tema
tiene gran amplitud y existen una gran cantidad de trabajos que lo estudian. A modo informativo, se seña-
la el texto de Marcela Roman, «Agricultura familiar: concepto, polémicas y algunas cifras para la Argen-
tina», en Revista Ciencia Hoy, volumen 24, número 140, agosto de 2014. 
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dades mencionadas en el punto 1) En el caso de Argentina, la recuperación de esas
capacidades otorgó una estabilidad a los procesos que permitió mirar, al menos a
mediano plazo, qué hacer con las políticas públicas. Regionalmente, y en paralelo con
esa recuperación, que también se notó en otros países, en especial en Brasil, el MER-
COSUR también mostró un despertar que, en materia de desarrollo rural, se traduce en
el contexto de la ReAF en el que se congregan los intereses, aún dispersos, de generar
un espacio como el del Foro. La experiencia tuvo entonces un período de existencia
exitosa hasta, podría decirse, el año 2008. Con el devenir del ya referido conflicto con
el «campo», comenzaron a observarse las grietas en términos de las representaciones
de los sujetos en cada caso. De allí surge la Federación de Organizaciones Nucleadas
de la Agricultura Familiar (FONAF), un espacio gremial instituido que se presenta en
palabras de su presidente como una «nueva representación de los intereses sectoriales»
y como un «interlocutor válido» de cara a los diferentes espacios estatales. Esta muta-
ción modifica el carácter del diálogo político, entre las organizaciones, y desde las
organizaciones con los diferentes espacios estatales. En primer lugar, el retiro del Foro,
y más en particular, las diferencias radicales con el gobierno, marcaron el camino de
salida para la organización sectorial de mayor importancia comprometida desde 2005,
la FAA. A partir de aquél año se generó un contexto especularmente diferencial al de
2004 en términos de oportunidad política para la consolidación de una política de desa-
rrollo rural, y lógicamente, también para estas pocas estructuras en red que habían fun-
cionado con un éxito, por cierto, limitado. Desde 2008 y hasta la actualidad, las rispi-
deces entre las organizaciones tradicionales del sector rural y el gobierno (el segundo
de Cristina Fernández de Kirchner) no se han modificado radicalmente. Si bien el con-
flicto no alcanza los matices de alta visibilidad mediática y agresividad pública por
parte de diferentes actores, permanece latente la tensión de uno y otro lado. Con la
disolución del FoNAF en su sentido original y la posterior creación de la Federación
(FONAF), los sectores de la agricultura familiar allí nucleados (fundamentalmente
organizaciones formalizadas, cooperativas y movimientos sociales vinculados con la
agricultura campesina e indígena no pampeana) parecen tener una muy cercana rela-
ción con la actual Secretaría de Agricultura Familiar. Asimismo, en la prensa escrita
fueron apareciendo entre junio y agosto de 2014 una serie de notas que mostraban un
acercamiento bastante novedoso entre los funcionarios a cargo de esa cartera y la
UCAR (véase diario La Nación). La materialización de ese acercamiento se materiali-
za en la creación de la cuarta experiencia que interesa dejar planteada: el Consejo de
Agricultura Familiar,  Indígena y Campesina  (CAFCI). Ciertamente, es muy pre-
maturo realizar un análisis que no destaque exclusivamente sus elementos coyuntura-
les, pero sí es posible observar críticamente la existencia de este «nuevo» espacio
como una especie de «punto de llegada» de los caminos que han andado las redes en
esta materia. El Consejo se crea por una resolución interna del Ministerio de Agricul-
tura, Ganadería y Pesca del mes de agosto de 2014. Se señala en su artículo primero,
la competencia del mismo «como un espacio participativo para debatir y generar con-
sensos sobre diseños e implementación de políticas públicas estratégicas para el desa-
rrollo sustentable y consolidación de la Agricultura Familiar, Campesina e Indígena».
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Asimismo, lo integrarán los siguientes actores: las máximas autoridades de la Secreta-
ría de Agricultura Familiar, del INTA, el SENASA, y la  UCAR y «un representante
de cada organización Campesina, Indígena y de la Agricultura Familiar de alcance
nacional (…)» (artículo 2). De todos los espacios mencionados, es este Consejo el que
incorpora una mayor cantidad de actores. Resulta particularmente relevante la inclu-
sión, por primera vez, de las dos carteras dentro del ministerio vinculadas al desarro-
llo rural: la SAF y la UCAR28. Entre agosto y diciembre el Consejo se reunió en dos
oportunidades mientras se discutían ya desde hacía un tiempo, proyectos para la san-
ción de una Ley de Agricultura Familiar. Entre ellos, el Proyecto de «Ley de Repara-
ción Histórica de la agricultura familiar para la construcción de una nueva ruralidad en
Argentina» promovida por la FONAF, muy vinculado con el ethos que a la SAF le inte-
resaba imprimirle. La ley se sanciona el día 1 de diciembre de 2014. Si bien este nuevo
instrumento legislativo no está aún reglamentado y es imposible, por tanto, esbozar
algún análisis de sus alcances, resulta importante realizar uno breve, de carácter pre-
maturo, siempre en la línea del propósito de este escrito. La Ley 27.118 de Reparación
Histórica de la Agricultura Familiar para la construcción de una Nueva Ruralidad en
Argentina posee algunos objetivos específicos relevantes y novedosos, más allá de sus
objetivos más amplios y generales, que se transcriben a continuación: artículo 4, pun-
tos e, i y j: «fortalecer la organización y movilidad social ascendente de la agricultura
familiar, campesina e indígena, con especial atención a las condiciones y necesidades
de la mujer y la juventud rural»; «garantizar los derechos de acceso y a la gestión de
la tierra, el agua, y los recursos naturales en general, las semillas, el ganado y la bio-
diversidad estén en manos de quienes producen alimentos» e «implementar acciones
específicas para los pueblos originarios y sus comunidades». Estos aspectos se encuen-
tran, en nuestra opinión, muy orientados a la SAF, dentro del ámbito estatal, y la
FONAF, como espacio colectivo de un conjunto de organizaciones de la agricultura
familiar. La ley avanza también sobre la conversión del Registro Nacional de la Agri-
cultura Familiar (RENAF)29 de voluntario a obligatorio, teniendo los productores la
obligación de inscribirse en forma individual o asociativa, también enmarcado hasta
28 Debe decirse que uno de los principales «desencuentros» entre éstas, resulta de una concepción
diferencial, aunque no necesariamente contradictoria, de los sujetos de intervención de los programas de
desarrollo rural. Mientras que en el primer caso se observa una mirada de carácter universal, de construc-
ción de ciudadanía en los clásicos términos de Marshall (2004) de sujetos históricamente desplazados en
la sociedad argentina: el pequeño productor campesino, y en especial, el aborigen; en el segundo, las
acciones se orientan a otras problemáticas: la organización económica, la producción y tecnología, y el
acceso a los mercados. Asimismo, las características organizacionales de las agencias y los estilos de lide-
razgo en cada caso son muy distintos también. Mientras la SAF presenta un carácter menos burócratico y
más comprometido con las distintas organizaciones campesinas e indígenas en términos de protagonismo
político; la UCAR reviste un rol, en apariencia al menos, más clásicamente familiarizado con estructuras
más jerárquicas y burocráticas.
29 El Registro Nacional de la Agricultura Familiar (RENAF) y la Unidad de Registro Nacional de la
Agricultura Familiar se crean por la resolución 255 del año 2007. Este instrumento, originalmente de
carácter voluntario, tiene como objetivo la posibilidad de generar información sobre los potenciales des-
tinatarios de las acciones estatales. 
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aquí en la SAF. Interesa, sin embargo, a los fines de este trabajo, señalar qué organis-
mo será la autoridad de aplicación de la reciente norma. El artículo 9 de la misma indi-
ca que éste será el Ministerio de Agricultura, Ganadería y Pesca, y que «la autoridad
de aplicación dará participación al Consejo de Agricultura Familiar, Campesina e
Indígena creado por la resolución 571 del MAGyP». Esto es, el muy recientemente
creado CAFCI, espacio que se presenta, en principio, como posibilitador de cierta con-
certación en materia de desarrollo rural cobra una relevancia central en los alcances y
aplicación de la ley. El dato no resulta menor y es alentador de cara al futuro de las
intervenciones con el objetivo de establecer una orientación que trascienda los tiempos
coyunturales de los programas. 
En este apartado, se han descripto experiencias de vinculación entre los espacios
estatales y los actores de la sociedad civil que planten un funcionamiento en red. Tres
de ellas, ya no existen, o han mutado en su estructuración original. En todas, el Esta-
do, a través de distintos espacios (SAGPyA, UCAR, SAF), ha estado presente con
menor o mayor nivel de protagonismo. La última experiencia, en todo caso, es la que
habilita un interrogante en cuanto a su devenir, en la medida que, al menos, se presen-
ta como un vehículo de comunicación «genuino» de cara a la participación de los espa-
cios estatales, y de organizaciones de la sociedad civil. 
5. A modo de conclusión
Si la política hoy se compone de «estructuras en redes dentro de las sociedades»
(Messner, 1999:78), y cada vez más surgen «contornos de una sociedad en red en la
que el Estado Nacional cumple siempre funciones de articulación hacia adentro y hacia
afuera, en el que las instituciones no estatales y las empresas privadas deben asumir la
responsabilidad por el desarrollo cuando hay que aminorar y resolver conflictos y cri-
sis» (Messner, 1999: 77), la pregunta sobre el rol del Estado en la elaboración de polí-
ticas públicas, y más aún, en redes de políticas, cobra relevancia. En una aparente con-
tradicción, se expanden las redes en los distintos sistemas políticos, pero el Estado con-
tinúa, en percepción de quien escribe, teniendo ese rol de coordinación y regulación
que no puede tener otro actor. Si bien el planteo de Messner (1999) resulta en térmi-
nos de la construcción de una gobernabilidad «global» en el plano normativo, es posi-
ble reflexionar con ese argumento a nivel micro y de cara a las transformaciones inter-
nas de los Estados y la administración pública, por un lado, y las políticas públicas, por
otro. No obstante, la respuesta a la pregunta de Jordana que se mencionó al principio
cobra vigencia y es afirmativa. El Estado sigue teniendo un rol, como organizador,
pero también como des-organizador de ciertas estructuras en red. En las experiencias
que se han relatado, es el Estado quien moviliza recursos (materiales, humanos  y sim-
bólicos), aun cuando en uno de los casos –el FoNAF– se observa cierta autonomía de
muy corta duración hasta mutar en un espacio gremial –la FONAF–, con una estrecha
relación con la SAF. En este sentido, aun cuando existen cada vez más cantidad de
actores de la sociedad civil en la arena política, el rol preponderante en el armado y en
la estrategia de la red, sigue a manos de espacios estatales. En este sentido, no deja de
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ser sugerente la reflexión de O’Donnell a comienzos de la década de 1970, y en con-
textos del autoritarismo burocrático, cuando explicaba que, a pesar de los procesos de
pluralización de las sociedades, no necesariamente la mayor cantidad de actores se tra-
duce en procesos de democratización de las estructuras de poder. En términos micro y
contextos diferentes, si bien los espacios de políticas se conforman como estructuras
más flexibles y participativas en términos teóricos, tales adjetivos no necesariamente
se garantizan en las prácticas y esto contribuye a que las redes de políticas sigan estan-
do situadas «en el papel» y no puedan trascender el ámbito de lo coyuntural para con-
vertirse en una herramienta de utilidad en el diseño de políticas. El Estado, a través de
sus distintos espacios, y parafraseando a Messner (1999), continúa en los contornos e
incluso los delinea, al menos en las experiencias trabajadas en este artículo. 
Al retomar la cuestión de la «red» en los sentidos propuestos, como vehículo para
una comunicación con cierta estabilidad imbricando espacios estatales y de la sociedad
civil para la elaboración de políticas públicas, se observan algunos esfuerzos para tras-
cender el ámbito de la acción estrictamente burocrática, que de acuerdo a lo observa-
do, permitiría señalar, de un modo progresivo, redes estrictamente estatales, como la
CDR; redes, fomentadas desde un espacio estatal pero integradas, sólo por períodos
breves, por actores de la sociedad civil, el FoNAF, y redes «mixtas» en la medida que
integran actores de los espacios estatales diversos vinculados con el desarrollo rural (e
incluso con el sector agropecuario en términos globales), de muy corta duración:
FPPR, y de reciente comienzo y desarrollo abierto: el CAFCI. En base al análisis de
estas experiencias, uno de los factores que es posible considerar para constituirse como
una red estable y vinculada con el diseño y la implementación de acciones, resulta de
los roles de articulación y coordinación que tendrán allí los espacios estatales, en el
sentido antes referido por Messner (1999), como «manager de la interdependencia».
Se considera que la presencia de los espacios estatales plantea algunos desafíos que
presentan situaciones de suma cero: una red donde el Estado sea la acción, y otra
donde la habilite -sin cooptarla-. En el caso de CAFCI, este riesgo podría evitarse en
la medida que su gestación está relacionada en forma directa con la gestación de una
Ley (en cuya sanción estuvieron involucrados la mayoría de los actores que formó
parte de las experiencias mencionadas), y que es esa norma la que, en principio, habi-
lita a esta red -mixta- a constituirse como organismo de aplicación. Sin embargo, bien
se sabe que la existencia de una norma de estas características, no garantiza estabili-
dad en las prácticas, ni sustentabilidad en el tiempo. 
En síntesis, esta última experiencia, si bien aún no presenta acciones que puedan
analizarse, resulta un acontecimiento en dos sentidos: 1) es una «fórmula institucio-
nal» (Camou, 2001: 53) que nuclea a actores públicos, estatales y societales, de
racionalidades diversas (aunque no menciona a las clásicas organizaciones sectoria-
les y sí a «organizaciones campesinas y de la agricultura familiar», sobre las que no
se tiene mayor precisión en la norma), y 2) se constituye como el organismo de eje-
cución de la Ley 27.118 con el objetivo de formar un espacio participativo de gene-
ración de consensos para la implementación de políticas estratégicas y sustentables.
Como suele decirse «Hecha la ley, hecha la trampa», a las pruebas habrá que remi-
tirse tiempo después.
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En definitiva, la posibilidad de organizar redes como estrategia para la elaboración
de políticas públicas, resulta también la posibilidad de establecer el equilibrio necesa-
rio para que los actores puedan discutir estrategias y generar consensos, o al menos
acordar cuestiones. Las redes, entonces, no sólo pueden constituirse como una herra-
mienta sino que invitan a reflexionar sobre el tejido que une a los actores, en términos
analíticos y en los contextos actuales. 
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